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COLOMBIA
AUSENCIA DEL ESTADO Y CRÍMENES POLÍTICOS

De acuerdo a un informe de la Defensoría del Pueblo de Colombia,  

coincidente en su análisis con reportes del ACNUDH 

así como de organizaciones no gubernamentales nacionales 

e internacionales, entre 2016 y 2018 se produjeron  

al menos 343 asesinatos de líderes sociales  

y defensores de los derechos humanos en este país. A pesar  

de la desmovilización de las FARC desde la firma de los Acuerdos de Paz,  

el avance de los grupos armados ilegales  

en el control de los territorios hace que todo activismo político  

se transforme en una actividad de riesgo. 
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El 24 de noviembre del 2016 en el Teatro Colón de Bogotá el entonces 
presidente de Colombia, Juan Manuel Santos, y el líder de la guerrilla Ro-
drigo Londoño –alias Timochenko- sellaron la paz. El acuerdo tenía seis 
puntos centrales: 1) reforma rural integral, 2) ampliación de participación 
política, 3) fin del conflicto y reincorporación de excombatientes a la vida 
civil, 4) solución al problema de las drogas ilícitas, 5) reparación a las vícti-
mas y justicia transicional, y 6) verificación de la implementación. 

En 2017, bajo supervisión de una misión política de las Naciones Unidas, 
la guerrilla inició el proceso desmovilización y desarme. A su vez, pasó a la 
vida política como Fuerza Alternativa Revolucionaria del Común (utilizando 
las mismas siglas que el movimiento armado, abreviado como FARC). En los 
primeros meses que siguieron al cese al fuego se registró un descenso en 
los indicadores de violencia.

No obstante, a medida que miles de guerrilleros se incorporaban a la 
vida civil, algunos grupos minoritarios de las FARC disidentes no aceptaron 
el proceso de paz y continuaron operativos. Del mismo modo, grupos como 
el Ejército de Liberación Nacional (ELN), el Ejército Popular de Liberación 
(EPL) y grupos paramilitares de extrema derecha, se mantuvieron al mar-
gen de los acuerdos de paz. El Estado, por su parte, no avanzó con una 
presencia efectiva en las zonas de distensión y la política de llegada a las 
comunidades priorizó la ampliación del control militar de los territorios por 
parte de la Fuerzas Armadas. 

UNA PAZ QUE NO SE ALCANZA

Luego de 52 años de conflicto armado entre el gobierno colombiano y las Fuerzas Armadas Revolucionarias  
de Colombia (F.A.R.C) las partes definieron la finalización del enfrentamiento mediante un Acuerdo de Paz sella-
do en 2016. Sin embargo, a partir de 2018 comenzó a registrarse un alarmante aumento de la violencia contra 
líderes sociales y defensores de los derechos humanos en todo el país. 
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CONTROL DE LOS TERRITORIOS Y POBLACIONES EN RIESGO

NÚMERO DE LÍDERES ASESINADOS
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LÍDERES Y DEFENSORES ASESINADOS POR DEPARTAMENTO
A partir de 2018 una nueva ola de violencia se desa-

tó en el territorio colombiano. Un elemento común de 
los conflictos y asesinatos que se registraron en dife-
rentes zonas del país fue que tuvieron como víctimas 
principales a líderes sociales y defensores de los dere-
chos humanos. Se trató de activistas comunitarios, in-
dígenas, campesinos, afrodescendientes y/o sindicales, 
que encabezaron disputas por el derecho a la tierra, la 
sustitución de cultivos ilícitos o la defensa del medio 
ambiente, entre otros. También se registraron asesina-
tos de ex guerrilleros de las FARC en proceso de rein-
tegración a la vida civil. 

La Organización de las Naciones Unidas, en su 
Informe Anual de la Alta Comisionada para los De-
rechos Humanos de 2018, señaló que el 66% de los 
asesinatos tuvo como blanco a líderes y lideresas 
sociales y defensores de los derechos humanos. En 
dicho reporte se explicaba además que estos críme-
nes fueron resultado de “retrasos sustanciales en la 
implementación del Acuerdo de Paz, particularmente 
en lo relacionado con la reforma rural integral y la sus-
titución de los cultivos ilícitos”.

Esto puso en evidencia un grave problema en el cam-
po colombiano, donde miles de campesinos se vieron obligados al desa-
rrollo de cultivos ilícitos para subsistir y quedaron a merced de los grupos 
criminales que controlan su comercialización. Asimismo se destacaba que 
el 93% de los homicidios a los cuales hizo seguimiento la ACNUDH se pro-
dujo en “contextos regionales que registran una débil o nula presencia del 
Estado”. El 59% de esos asesinatos tuvo como blanco a directivos de las 
Juntas de Acción Comunal.

En los últimos años, quienes se organizaron en función de un desarrollo 
agrícola sustentable, pelearon por la titularización de sus tierras o recla-
maron por la implementación real y efectiva del Acuerdo de Paz sufrieron 
atentados contra sus vidas. Sea por parte de grupos armados vinculados a 
la comercialización de drogas ilícitas o de otros actores que controlan los 
territorios, las víctimas de estos crímenes padecieron la inacción e indife-
rencia de un Estado que debía haberlos protegido. Los asesinatos aumen-
taron durante el gobierno del presidente Iván Duque y, si bien a la fuerza 
pública se le atribuye el 5% de estos crímenes, la inacción estatal es la 
causa principal de su dramático crecimiento. 
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Los asesinatos y desaparicio-
nes forzosas evidencian un fuerte 
vínculo con los conflictos que en-
frentaban las víctimas en sus loca-
lidades. Estas eran en su mayoría 
personas que buscaban generar va-
lores colectivos en función de trans-
formar las condiciones y calidad de 
vida de sus comunidades. Inevi-
tablemente esto entró en colisión 
con los intereses de determinados 
grupos armados y paramilitares, que 
ven la construcción comunitaria y la 
democratización de la toma de de-
cisiones en los territorios como una 
amenaza contra el statu quo. 

Los líderes más damnificados 
fueron aquellos pertenecientes 
a las Juntas de Acción Comunal 
(JAC), forma básica de organización 
y vinculación entre Estado, políti-
cas públicas y comunidad, mediante 
las cuales se articulan las deman-
das de una población dada con los 
programas del Estado colombiano. 
Muchos de estos líderes fueron 
asesinados a posteriori de llevar a 
cabo denuncias a grupos armados 
relacionados con el reclutamiento 
forzado de niños y niñas en función 
de alistarlos a sus filas. También se 
ha denunciado la presión que estos 

grupos ejercen sobre los habitantes para que modifiquen los cultivos de la 
tierra por otros ilícitos. 

En cuanto al sindicalismo, este ha se ganado en Colombia la caracteri-
zación de actividad de riesgo. La violencia antisindical se encuentra a la 
orden del día y es moneda corriente. Según la Escuela Nacional Sindical, 
entre 2012 y 2018 se registraron más de 2000 violaciones a la vida, liber-
tad e integridad contra líderes sindicales, entendiendo estas como homi-
cidios, amenazas de muerte, desplazamientos forzados y desapariciones, 
entre otros flagelos. Muchas de estas situaciones fueron adjudicadas a gru-
pos paramilitares de extrema derecha que continúan en actividad. Solo en 
2017 fueron asesinados 19 sindicalistas.

Las amenazas constantes contra los dirigentes sindicales colombianos 

EL ACTIVISMO SOCIAL COMO BLANCO DE LOS ATAQUES

Número de líderes sociales y defensores(as) asesinados por año (corte a julio 31 de 2018).
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generan un ambiente hostil y restringen la libertad para que el sindicalismo 
se pueda desarrollar. Esto produce efectos negativos respecto al derecho 
de sindicalización de los trabajadores, en tanto que cada ataque a un diri-
gente sindical siembra el miedo y el terror entre el conjunto de los trabaja-
dores. Esta es una de las razones que permite entender por qué Colombia 
es uno de los países con menor tasa de sindicalización, con apenas un 4,6%. 

De acuerdo a la Central Unitaria de Trabajadores (CUT) entre 1973 y 2018 
se cometieron 14.510 atentados contra sindicalistas, 3.129 de los cuales 
fueron homicidios. Estas cifras que se inscriben en el clima de violencia po-
lítica que atravesó Colombia en las últimas décadas no han mermado en 
los últimos años. Según datos de 2018, denunciados ante la Organización 
Internacional del Trabajo y ante la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos por la CUT, un sindicalista fue asesinado cada cuatro días en Colombia.

¿A QUÉ LLAMAMOS LÍDER SOCIAL O DEFENSOR DE DD.HH.?

El liderazgo social o la condición de defensor/a de los Derechos Humanos están dados por la actividad que 
desarrolla la persona de que se trate y por el reconocimiento que ésta tiene en su comunidad, donde radica su 
legitimidad. Se denomina de esta forma a quienes conducen o coordinan procesos colectivos en la lucha por 
una mejora de la calidad de vida de las comunidades o por la defensa de los derechos humanos fundamenta-
les. En este universo se incluyen los líderes comunitarios, indígenas, campesinos, sindicales, ambientalistas, 
de colectivos de mujeres, LGTB, grupos étnicos, entre otros.

FALTA DE RECURSOS PARA EL PROCESO DE PAZ

De acuerdo a un informe de la Comisión Multipartidista de Seguimiento 
a la Implementación del Acuerdo de Paz, creada en el marco del Congreso 
de la República, el costo de financiamiento que requería su implementación 
en el mediano plazo era de 139,1 billones de pesos, para 2018. De ese 
presupuesto 85% debería destinarse a la reforma rural integral y el 6% a 
solucionar el problema de las drogas ilícitas, como puntos prioritarios. 

Sin embargo, el actual gobierno de Iván Duque en su proyecto de presu-
puesto para 2020 ha reducido los recursos destinados a las entidades encar-
gadas de llevar a cabo la transformación de los territorios más afectados por 
la guerra, con un ajuste del 19% para la Agencia Nacional de Tierras, un 13% 
para la Agencia para el Desarrollo Rural, un 10% para la Agencia de Renova-
ción Territorial y un 7% para la Agencia para la Reincorporación y Normali-
zación. La Comisión de Seguimiento indica a su vez que el gobierno invierte 
apenas el 1,2% de los recursos que debiera invertir en Proyectos de Desarro-
llo con Enfoque Territorial (PDET) para dar cumplimiento al Acuerdo de Paz. 

A la falta de recursos se suma ausencia de instituciones que faciliten la 
participación política. De los 360 municipios existentes en el país el 32% 
cuenta tan solo con un puesto de votación cada 63 kilómetros cuadrados.
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Luego de la dejación de armas más de 13.000 ex combatientes se incor-
poraron a la vida civil, pero el 83% de ellos no fue alcanzado por ningún 
proyecto productivo (público o financiado por la cooperación internacio-
nal). Asimismo se calcula que 56 ex combatientes de las FARC fueron ase-
sinados entre agosto de 2018 y julio de 2019.

MILITARIZACIÓN Y LÓGICA DEL “ENEMIGO INTERNO”

Los 54 años de conflicto armado dejaron un contex-
to hostil para el activismo político y para la lucha por 
los derechos políticos, económicos, sociales, culturales 
y ambientales de los pueblos. Los líderes sociales y de-
fensores de los derechos humanos no son un blanco ac-
cidental de la violencia que atraviesa el país. Los críme-
nes registrados en los años que siguieron a la firma del 
Acuerdo de Paz de 2016 son la continuidad de décadas 
de violencia cometida contra la población civil sin que el 
Estado lleve a cabo acciones eficaces para detenerlas. 

De acuerdo a un informe elaborado por la Universidad Nacional de Co-
lombia, la Comisión Colombiana de Juristas y otras instituciones nacionales 
e internacionales titulado “¿Cuáles son los patrones? Asesinatos de Líderes 
Sociales en el Post Acuerdo”, los asesinatos de líderes sociales y defensores 
de derechos humanos en Colombia responden a patrones específicos. Esto 
pone en evidencia su carácter no accidental, ni aleatorio, ni fortuito. Se 
trata de crímenes que por su frecuencia, naturaleza repetitiva, invariable, 
continua y por su ubicación espacial implican algún grado de planificación 
y control centralizado. 

Se trata, en definitiva, de una violencia perpetrada de manera metódica e 
ilegal contra una población civil concreta. Esa población la componen los lí-
deres sociales y defensores de los derechos humanos que por sus cualidades 
y sus luchas entran en conflicto con el poder político, económico y armado 
presente en los territorios de manera legal o ilegal.  Las víctimas, sean estas 
miembros de Juntas de Acción Comunal, líderes indígenas, campesinos/as, 
ambientales, sindicales, representantes de minorías sexuales, miembros de 
partidos políticos o ex combatientes reincorporados a la vida civil, todas y 
todos ellos pagaron con su vida el haber luchado por un mundo mejor. 

La falta de compromiso en el cumplimiento efectivo del Acuerdo de 
Paz, sumada a la lógica de la militarización de la seguridad como medio 
para enfrentar los conflictos sociales convierten al Estado colombiano en 
cómplice de estos crímenes, cuando no es autor directo de los mismos. La 
persistencia de la doctrina de seguridad nacional en las fuerzas armadas, 
que considera como enemigo interno al activista social y la ausencia de una 
política de desarme de las estructuras paramilitares y de depuración de la 
fuerza pública son factores cruciales que dificultan seriamente el camino 
para alcanzar la paz definitiva. 
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HUMBERTO CORREA: “EL EJÉRCITO ES PERMISIVO CON LOS GRUPOS CRIMINALES”

Para el vicepresidente de UTRADEC y secretario de derechos humanos de la CGT Colombia, el gobierno de Iván 
Duque no muestra voluntad para el cumplimiento efectivo del Acuerdo de Paz. Asimismo considera que existe 
complicidad del Estado con el asesinato de líderes sociales, sindicales y políticos.

¿Qué puntos del Acuerdo de Paz encuentran más dificultades para su im-
plementación?

El informe de la Comisión de Seguimiento Multipartidista es claro en que 
existen dificultades en muchos puntos del acuerdo. Sabemos por las decla-
raciones de los líderes desmovilizados de las guerrillas que existe una situa-
ción bastante dramática y, a pesar de todo, ellos siguen apostando al pro-
ceso de paz. Las zonas de distención, donde se alojaron las guerrillas, son 
zonas muy deprimidas donde el gobierno ha puesto poco cuidado y donde 
la gente vive en una situación muy precaria. Eso es clave, porque si no hay 
un desarrollo para que las personas puedan vivir bien, todo empieza a fallar.

¿Cuáles son las fallas que empiezan a verse?

 Con el tema de la seguridad han fallado muchísimo, ese es uno de los 
temas más graves. Se han asesinado muchos líderes desmovilizados en el 
proceso y en este último año se ha intensificado mucho más. El tema de la 
seguridad es sin dudas el más grave. En lo que respecta a la Justicia Espe-
cial para la Paz (JEP), donde debe decantar el proceso para la paz, se le ha 
quitado el 30% del presupuesto para acorralarla. Porque el Partido de Cen-
tro Democrático, que es el partido de gobierno, siempre ha dicho que haría 
trizas el Acuerdo de Paz y eso es lo que están tratando de hacer. Pero los 
otros partidos no han hecho caso y la Corte también ha dado claves sobre 
el tema, con lo que el presidente perdió tres meses de gobierno intentando 
desarmar el acuerdo. La estabilidad jurídica es clave y el gobierno a pesar 
de sus incumplimientos no ha podido terminar con él. Además existe un 
respaldo muy importante de la comunidad internacional, tanto de las Na-
ciones Unidas como de la Comunidad Europea.
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¿A qué factores se puede atribuir el incremento de la violencia en los últimos años?

La disputa por el territorio es uno de ellos. Muchos líderes del proceso 
de restitución de tierras han sido asesinados, porque se trata de vastos 
territorios del país controlados por terratenientes ligados al narcotráfico. Al 
iniciarse el programa de restitución de tierras ellos amedrentan los líderes 
campesinos y los asesinan, para que la gente no vuelva a esos territorios. Y 
el incumplimiento del gobierno es clave para quienes se han desmoviliza-
do, porque se comprometió a la entrega de tierras, créditos, y eso no se da. 

¿En qué regiones se evidencia un mayor incremento de asesinatos?

El recrudecimiento de la violencia se da sobre todo en territorios que las 
FARC dejaron y que los coparon los narcotraficantes. Eso sucede en el sur, 
en el Cauca, en el departamento de Nariño, en el Catatumbo y en parte de 
los llanos orientales. Territorios que desocuparon las FARC son territorios 
que han ocupado distintos grupos criminales. 

Y en esos territorios el Estado no logra un control real y efectivo

Ese es el reclamo que se le hace al gobierno y el motivo de la gran movi-
lización que el pasado 26 de julio se hizo para protestar por el asesinato de 
líderes sociales en el país. Y el gobierno ha hecho muy poco. El presidente se 
compromete con todo de la boca para fuera, pero no ha movido un dedo por-
que el propio ejército tiene unos procesos de corrupción impresionantes. El 
ejército es totalmente permisivo con los grupos criminales al margen de la ley.

¿Existen vínculos entre el paramilitarismo y la fuerza política que gobierna?

El Partido de Centro Democrático tiene miembros que han estado en 
la cárcel por vínculos con el narcotráfico y el paramilitarismo. El hermano 
del ex presidente Uribe estaba siendo juzgado por ser fundador del grupo 
paramilitar Los Doce Apóstoles y lo han dejado libre. Aquí los terratenien-
tes del país que están relacionados con bandas ilícitas y con el narcotráfico 
respaldan al PCD, lo que pasa es que tienen una justicia de bolsillo. Aun así 
muchos miembros del gobierno de Uribe fueron a la cárcel por vínculos con 
el paramilitarismo, entre ellos familiares de Uribe.

¿Cómo repercute la violencia en el movimiento sindical?

En principio han aumentado considerablemente el número de amenazas. 
También hemos tenido al menos siete asesinatos en los últimos tiempos, 
como el de un representante de profesores en el departamento del Cau-
ca, perteneciente a FECODE. Del mismo modo nosotros hemos tenidos 
dos compañeros asesinados este año, la CUT tres. Es decir, no ha cesado 
el hostigamiento al movimiento sindical sino que se mantiene como una 
amenaza permanente. Por eso es que en Colombia el sindicalismo es tan 
reducido y no pasa del 5% de sindicalización. Ha habido una política de 
exterminio el movimiento sindical, que se mantiene básicamente solo en el 
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sector público, al contrario de lo que sucede en el sector privado donde el 
sindicalismo es muy bajo. 

¿Qué se puede hacer en el corto o mediano plazo para enfrentar esta realidad?

El movimiento sindical tiene una Comisión Especial de Reparación Co-
lectiva del Movimiento Sindical donde se trabajan cuestiones como la 
seguridad de líderes sindicales. Hay mecanismos gubernamentales como 
es el Comité de Evaluación de Riesgo y Recomendación de Medidas, CE-
RREM, que integro como delegado. También está la Comisión Especial de 
Tratamiento de Conflictos ante la OIT. Hay varias instancias y comisiones 
permanentes de Derechos Humanos. Pero lo que hace falta es la voluntad 
política del Estado. Porque el movimiento sindical ha puesto todo sobre 
el asador y el Estado no tiene voluntad política para doblegar a los grupos 
criminales. Aquí nosotros decimos que hay águilas verdes, porque muchos 
matones han salido de batallones militares. Entonces, si hay complicidad 
del Estado con asesinos de líderes sociales, sindicales y políticos es difícil 
encontrar una solución.
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